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1 
 

Quito, D.M., 17 de octubre de 2024 
 

CASO 13-24-TI 
  

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 
EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y 

LEGALES, EMITE EL SIGUIENTE 
 

DICTAMEN 13-24-TI/24 

Sobre la necesidad de aprobación legislativa del “Convenio sobre Seguridad Social 
entre la República del Ecuador y Canadá” 

Resumen: La Corte Constitucional determina que el “Convenio sobre Seguridad Social entre la 
República del Ecuador y Canadá” se encuentra incurso en la causal cuarta prevista en el artículo 
419 de la Constitución y, por lo tanto, requiere de aprobación legislativa previo a su ratificación 
por parte del presidente de la República. 

 
1. Antecedentes 

 
1. Mediante oficio T. 290-SGJ-24-0297, de 18 de julio de 2024, Daniel Noboa Azín, 

presidente de la República del Ecuador (“presidente”) requirió que la Corte 
Constitucional efectúe el control de constitucionalidad del Convenio sobre Seguridad 
Social entre la República del Ecuador y Canadá (“Convenio”). 

 
2. De conformidad con el sorteo electrónico efectuado el 19 de julio de 2024, la causa 

fue signada con el número 13-24-TI y su conocimiento correspondió al juez 
constitucional Enrique Herrería Bonnet.  

 
3. Mediante providencia de 8 de octubre de 2024, el juez ponente avocó conocimiento de 

la presente causa. 
  

2. Competencia  
 
4. El Pleno de la Corte Constitucional es competente para conocer el Convenio y emitir 

el dictamen acerca de si requiere o no aprobación legislativa, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 419 y 438 numeral 1 de la CRE, en concordancia con los 
artículos 107 numeral 1 y 109 de la LOGJCC.  
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3. Contenido y análisis del Convenio

3.1. Contenido del Convenio

5. El artículo 1 incluye definiciones aplicables a efectos del Convenio.1 El artículo 2
regula el ámbito legislativo aplicable para Canadá y Ecuador.2 Así también, establece
que el Convenio se aplicará a las leyes y reglamentos que modifiquen, complementen,
consoliden o reemplacen la legislación aplicable.3

6. El artículo 3 del Convenio detalla su alcance personal, es decir, que será aplicable a
cualquier persona que esté o haya estado sujeta a la legislación de Canadá o Ecuador
o de ambas Partes, así como cualquier otra que sea elegible para una prestación en
virtud de la legislación de una Parte. El artículo 4 determina que, salvo que se disponga 
lo contrario, cada Parte se asegurará de que las personas descritas en el artículo 3 sean 
tratadas igualitariamente en lo que respecta a la elegibilidad para una prestación y las 
obligaciones en virtud de su legislación. 

7. El artículo 5 determina que, salvo que se disponga lo contrario, una Parte no reducirá,
modificará, suspenderá o cancelará una prestación pagadera a una persona conforme
el artículo 3, basándose únicamente en el hecho de que esa persona reside o está
presente en el territorio de la otra Parte. Así, pagará la prestación cuando la persona
resida o esté presente en el territorio de la otra Parte o de un tercer Estado.4

8. El artículo 6 del Convenio contiene la regla general aplicable a empleados
independientes y en relación de dependencia. Específicamente, determina que una
persona empleada que trabaja en el territorio de una Parte está, con respecto a ese
trabajo, sujeta únicamente a la legislación de esa Parte. Una persona que resida en el
territorio de una Parte y trabaje independientemente en el territorio de la otra Parte o
de ambas, con respecto a ese trabajo, estará solo sujeta a la legislación de la primera.
El artículo 7 estipula que una persona empleada sujeta a la legislación de una Parte y
enviada por su empleador a trabajar en el territorio de la otra Parte está, con respecto

1 El artículo define los siguientes términos: “prestación”, “autoridad competente”, “institución competente” 
“periodo acreditable” y “legislación”. 
2 Específicamente, determina que la legislación aplicable para Canadá es la Ley del Seguro de Vejez y sus 
reglamentos y el Plan de Pensiones de Canadá y sus reglamentos, mientras que para Ecuador, la Ley de 
Seguridad Social y su reglamento en lo que se refiere al seguro de invalidez, vejez y sobrevivientes y 
prestación por gastos funerarios.  
3 También indica que el Convenio aplicará a las leyes y reglamentos que amplíen la legislación de una Parte 
para incluir una nueva categoría de personas o una nueva prestación, a menos que una Parte notifique a la 
otra que no será aplicable. 
4 En el caso de Canadá, se pagará una asignación y complemento de ingresos garantizado a una persona 
que se encuentra fuera de ese país, solo en la medida permitida por la Ley del Seguro de Vejez.
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a ese trabajo, sujeta únicamente a la legislación de la primera, como si habría realizado 
su trabajo en el territorio de esta.5

9. El artículo 8 determina que una persona sujeta a la legislación de ambas Partes que ha
sido empleada como miembro de una tripulación de navío, con respecto a ese empleo,
está sujeta únicamente a la legislación de Canadá si reside en ese territorio. En
cualquier otro caso, estará sujeta a la legislación de Ecuador. El artículo 9 regula el
empleo gubernamental.6 Indica que una persona empleada por el gobierno de una Parte
y enviada por esa Parte a trabajar en el territorio de la otra está sujeta únicamente a la
legislación de la primera. Además, establece que una persona que resida en el territorio
de una Parte y que sea empleada en ese territorio por la otra Parte estará sujeta
únicamente a la legislación de la primera.

10. El artículo 10 prescribe que las Partes podrán consentir conjuntamente en modificar la
aplicación de los artículos 6 a 9 en favor de cualquier persona o categoría de personas.
El artículo 11 establece cómo calcular una prestación en virtud de la legislación
canadiense. En lo principal, regula cómo y cuándo una persona que resida en Ecuador
estará sujeta al Plan de Pensiones de Canadá, por ejemplo, de realizar una cotización
de conformidad con dicho plan por razón de trabajo en relación de dependencia o
independiente. Igualmente, determina que el período de presencia o residencia en
Ecuador se considerará como un período de residencia en Canadá para esa persona y
su cónyuge o pareja de hecho y dependientes de no estar sujetos a la legislación
ecuatoriana.7

11. El artículo 12 del Convenio establece la elegibilidad para una prestación según la
legislación de Canadá8 y de Ecuador.9 El artículo 13 establece que, si una persona no

5 Indica que se requiere el consentimiento de ambas Partes para extender la separación por más de 60 meses.
6 Establece que las disposiciones de seguridad social de la Convención de Viena sobre Relaciones 
Diplomáticas y la Convención sobre Relaciones Consulares continúan aplicándose, sin perjuicio de este 
Convenio. 
7 De estar sujetos a la legislación ecuatoriana, un período de residencia en Canadá se considerará de acuerdo 
con las disposiciones de la Ley del Seguro de Vejez.
8 En virtud de la Ley del Seguro de Vejez, Canadá considerará un período acreditable en virtud de la 
legislación ecuatoriana como un período de residencia en Canadá; y, en virtud del Plan de Pensiones de 
Canadá, considerará un año calendario –incluye al menos 90 días que son periodos acreditables en virtud 
de la legislación ecuatoriana–, como un año que es un periodo acreditable en virtud del Plan de Pensiones 
de Canadá. 
9 Ecuador considerará un año calendario –período de cotización en virtud del Plan de Pensiones de Canadá–
como 365 días acreditables en virtud de la legislación ecuatoriana. Lo mismo aplica para determinar la 
elegibilidad para una prestación de invalidez, sobreviviente o gastos funerarios. Ecuador considerará un 
período durante el cual se paga una prestación por discapacidad en virtud del Plan de Pensiones de Canadá 
como un periodo acreditable en Ecuador, siempre que el período de pago de esa prestación no se superponga 
con un período de cotización según el referido plan; y, un período de residencia en virtud de la Ley del 
Seguro de Vejez como un período acreditable en virtud de la legislación de Ecuador, siempre que ese 
período no se superponga con un período de cotización de conformidad al Plan de Pensiones de Canadá o 
un período durante el cual se paga una prestación por discapacidad en virtud de dicho plan. 
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es elegible para una prestación al no tener suficientes períodos acreditables en virtud 
de la legislación de cualquiera de las Partes, estas determinarán la elegibilidad 
totalizando los períodos acreditables y completados en virtud del programa de un tercer 
Estado con el que ambas Partes están obligadas por instrumentos de seguridad social 
que prevén la totalización de períodos.

12. El artículo 14 del Convenio establece los períodos acreditables mínimos a totalizar.
Específicamente, indica que si los períodos acreditables completados por una persona
en virtud de la legislación de una Parte es menor a 12 meses y no es elegible para una
prestación en virtud de la legislación de esa Parte basándose únicamente en esos
períodos, dicha Parte no deberá pagar una prestación.10 El artículo 15 regula los
períodos superpuestos. Establece que si un período acreditable que ha sido completado
por una persona en virtud de la legislación de una Parte se superpone con un período
acreditable que ha sido completado en virtud de la legislación de la otra Parte o de un
programa de un tercer Estado, cada Parte solo considerará el período superpuesto que
ha sido completado en virtud de su propia legislación y excluirá el resto.

13. Por su parte, el artículo 16 establece cómo calcular el monto de la pensión o asignación
pagadera a una persona elegible en virtud de la Ley del Seguro de Vejez, basándose
únicamente en los períodos de residencia en Canadá. De igual manera, establece que
se pagará una pensión del Programa de Seguro de Vejez a una persona fuera de Canadá
solo si los períodos de residencia son al menos iguales al período mínimo de residencia
en Canadá requerido por la legislación de ese país. En similar sentido, el artículo 17
determina cómo calcular el monto de una prestación en virtud del Plan de Pensiones
de Canadá, por ejemplo, tomando en cuenta los ingresos pensionables según ese plan
y la porción a tarifa fija de la prestación que se prorratea multiplicando ciertos
componentes.

14. El artículo 18 indica, en cambio, cómo se deberá calcular una prestación en virtud de
la legislación ecuatoriana. Específicamente, prevé que la prestación se determinará de
acuerdo con la Ley de Seguridad Social, que Ecuador no tomará en cuenta los años
excedentes para efectos de este cálculo y que los montos mínimos y máximos de una
prestación deberán calcularse de conformidad con la legislación ecuatoriana, entre
otros.

15. El artículo 19 prevé que las Partes, a través de sus autoridades competentes, celebrarán
un acuerdo administrativo que establezca las medidas necesarias para aplicar el
Convenio, así como designarán sus organismos de enlace. El artículo 20 detalla la
obligación de cada Parte de comunicar sin demora a la otra toda la información sobre

10 Sin perjuicio de que la otra Parte tendrá en cuenta esos períodos acreditables para determinar si la persona 
es elegible para una prestación en virtud de su legislación. 
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las medidas adoptadas para aplicar el Convenio o sobre los cambios legislativos que 
afecten su aplicación. En similar sentido, establece la obligación de asistencia entre las 
Partes para implementar el Convenio, la cual será en principio gratuita.

16. El artículo 21 define a la información personal. Determina que para la implementación
del Convenio las Partes deberán cumplir varias obligaciones11 y no divulgar dicha
información a ninguna persona u organismo.12 El artículo 22 prevé que si la legislación
de una Parte dispone que una persona está exenta de todo o parte de una tasa legal,
consular o administrativa por un certificado o documento requerido para aplicar esa
legislación, la exención se aplicará, excepto de requerir un informe médico.13

17. En el artículo 23 se establece que las Partes podrán comunicarse directamente en
cualquier idioma oficial de cualquiera de ellas. El artículo 24 regula la presentación de
reclamos, notificaciones o apelaciones respecto a la elegibilidad o el monto de una
prestación.14 El artículo 25 prevé el pago de prestaciones de una Parte a la otra, las
cuales se realizarán en moneda libremente convertible a cualquier persona que resida
fuera de su territorio de acuerdo con la legislación de esa Parte.15

18. El artículo 26 contiene los mecanismos de resolución de disputas. En su numeral 1
prevé que las Partes, a través de sus autoridades competentes, resolverán cualquier
controversia que surja en la interpretación o aplicación del Convenio de conformidad

11 Estas incluyen: (a) recopilar información personal una de otra; (b) utilizar la información personal 
recibida de cada Parte; (c) divulgar información personal entre ellas; (d) mantener y proteger la 
confidencialidad de la información personal recibida de la otra Parte; (e) proteger la información personal 
recibida de la otra Parte del acceso, uso, divulgación, modificación y eliminación no autorizados; (f) tomar 
medidas razonables para retener y almacenar información personal completa, precisa y actualizada en un 
lugar seguro; (g) informarse mutuamente sin demora de que la información personal entre ellas es errónea, 
ha cambiado o no debería haber sido revelada y eliminar o corregirla sin demora de ser el caso; (h) investigar 
los casos en que existan motivos razonables para considerar que los incidentes podrían comprometer la 
protección de la información personal, tomar las medidas necesarias para abordarlos e informarse 
mutuamente sin demora sobre los mismos; y, (i) eliminar la información personal recopilada dentro del 
período de tiempo establecido por las leyes de la Parte receptora. 
12 Salvo que la divulgación sea con el único propósito de implementar el Convenio y la legislación o que la 
divulgación esté autorizada por las leyes nacionales de las Partes. 
13 Indica también que los documentos oficiales no tienen que ser autenticados por autoridades diplomáticas 
o consulares.
14 Detalla que si el reclamo, notificación o apelación debía presentarse dentro de un cierto período ante la 
autoridad o institución competente de una Parte, pero se presenta dentro del mismo período ante la otra 
Parte, la primera deberá conocerlo. De igual manera, determina que las Partes considerarán que la fecha en 
que se presenta un reclamo por una prestación conforme a la legislación de una Parte es la fecha de 
presentación del reclamo por la prestación correspondiente conforme a la legislación de la otra Parte, si la 
persona demostrare que ha cumplido los períodos acreditables conforme a la legislación de esta última. 
Finalmente, estipula que la autoridad o institución competente deberá transmitirlo sin demora a la otra Parte.
15 El Convenio establece que si una Parte impusiere controles cambiarios u otras medidas similares que 
restrinjan los pagos, remesas o transferencias de fondos o instrumentos financieros a una persona que se 
encuentre fuera de su territorio, esa Parte, sin demora, tomará las medidas para asegurar el pago. Tampoco 
podrá deducir ningún monto por gastos administrativos. 
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con su espíritu y principios fundamentales. En su numeral 2 indica que las Partes 
celebrarán consultas sin demora para resolver cualquier controversia que no se 
resuelva de conformidad con el numeral 1. El artículo 27 determina que Ecuador puede 
llegar a un acuerdo con cualquier provincia de Canadá sobre cualquier asunto de 
seguridad social dentro de la jurisdicción provincial, siempre que no sea incompatible 
con el Convenio. 

19. El artículo 28 contiene las disposiciones transitorias.16 El artículo 29 estipula que el
Convenio permanecerá en vigor indefinidamente y que una Parte podrá rescindirlo en
cualquier momento, con 12 meses de preaviso por escrito.17 Finalmente, el artículo 30
detalla que cada Parte notificará a la otra mediante nota diplomática que ha completado
los procedimientos legales internos necesarios para su entrada en vigor. Esta ocurrirá
el primer día del cuarto mes siguiente al que se reciba la última nota.

3.2. Análisis del Convenio

20. En este primer momento de control constitucional previo a la ratificación de los
tratados internacionales, corresponde a la Corte Constitucional determinar si para la
ratificación del Convenio se requiere o no de aprobación legislativa. En ese contexto,
se plantea el siguiente problema jurídico:

3.2.1. ¿Se encuentra el Convenio incurso en alguno de los casos previstos en el 
artículo 419 de la Constitución, para requerir, previo a su ratificación, 
aprobación por parte de la Asamblea Nacional?

21. El artículo 419 de la Constitución establece:

Art. 419.- La ratificación o denuncia de los tratados internacionales requerirá la 
aprobación previa de la Asamblea Nacional en los casos que:

1. Se refieran a materia territorial o de límites.
2. Establezcan alianzas políticas o militares.
3. Contengan el compromiso de expedir, modificar o derogar una ley.
4. Se refieran a los derechos y garantías establecidas en la Constitución.

16 Por ejemplo, indica que las Partes tomarán en cuenta cualquier período acreditable completado antes de 
la fecha de entrada en vigor del Convenio para determinar la elegibilidad para una prestación y su monto; 
que el Convenio no hace que ninguna persona sea elegible para recibir el pago de una prestación por un 
período anterior a su fecha de entrada en vigor; que una Parte pagará una prestación, que no sea en forma 
de pago único, por un acontecimiento que preceda a la entrada en vigor; y, que a los efectos del artículo 7, 
si la separación comienza antes de su entrada en vigor, la fecha más temprana a considerar que comienza 
la separación es la entrada en vigor del Convenio. 
17 Si una Parte rescinde el Convenio, una persona tiene derecho a cualquier prestación ya adquirida de 
conformidad con el mismo. De igual manera, el mismo surte efecto en relación con cualquier persona que 
haya solicitado una prestación antes de su terminación. El artículo 7 aplicará para las separaciones que 
comiencen antes de la terminación del Convenio. 
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5. Comprometan la política económica del Estado establecida en su Plan Nacional de
Desarrollo a condiciones de instituciones financieras internacionales o empresas 
transnacionales. 
6. Comprometan al país en acuerdos de integración y de comercio.
7. Atribuyan competencias propias del orden jurídico interno a un organismo
internacional o supranacional. 
8. Comprometan el patrimonio natural y en especial el agua, la biodiversidad y su
patrimonio genético.

22. Del contenido sintetizado del Convenio en la sección anterior, este Organismo
evidencia que las disposiciones no se refieren a materia territorial o de límites (artículo
419 numeral 1), ni establecen alianzas políticas o militares (artículo 419 numeral 2).
El Convenio tiene como objeto la cooperación entre Canadá y Ecuador en el ámbito
de seguridad social y aplica a cualquier persona que esté o haya estado sujeta a la
legislación de Canadá o Ecuador, o ambas Partes, y a cualquier otra persona que sea
elegible para obtener una prestación en virtud de la legislación de una Parte.18 El
Convenio tampoco contiene obligaciones de expedir, modificar o derogar leyes
(artículo 419 numeral 3). En torno a esto, se confirma que el mismo se remite
expresamente a las leyes y regulaciones vigentes de cada una de las Partes.19 Pese a
indicar que el Convenio también es aplicable a las leyes y reglamentos que modifiquen,
complementen, consoliden o reemplacen la legislación aplicable, así como aquellas
que amplíen las categorías de personas o prestaciones, lo anterior no representa –en
sentido estricto– un compromiso de expedir, modificar o derogar una ley, por cuanto
el Convenio no obligaría al Estado ecuatoriano a adoptar ninguna de estas acciones.

23. Respecto a la causal cuarta, esta Corte ha señalado que “tener relación con derechos
no es una razón suficiente para que el tratado sea sometido a aprobación legislativa”.20

El tratado debe modificar el régimen de derechos y garantías reconocido en el
ordenamiento jurídico ecuatoriano.21 Como se mencionó ut supra, el Convenio se
suscribió a fin de que Canadá y Ecuador cooperen en el ámbito de seguridad social.
Para ello, establece el régimen aplicable de seguridad social dependiendo de dónde
reside y trabaja la persona. De igual manera, determina cómo calcular una prestación
en virtud de la legislación de Canadá y Ecuador, así como cuáles son los períodos
mínimos a totalizar y qué ocurre en el caso de períodos superpuestos y separaciones.
Asimismo, detalla los requisitos que se deberán cumplir para que una persona sea

18 El artículo 1 define a la prestación como cualquier prestación monetaria pagadera conforme a la 
legislación de esa Parte e incluye cualquier complemento o aumento aplicable. 
19 El artículo 2 del Convenio determina que la legislación aplicable para Canadá es la Ley del Seguro de 
Vejez y sus reglamentos y el Plan de Pensiones de Canadá y sus reglamentos, mientras que para Ecuador, 
la Ley de Seguridad Social y su reglamento en lo que se refiere al seguro de invalidez, vejez y sobrevivientes 
y prestación por gastos funerarios. 
20 CCE, dictamen 002-19-DTI-CC, 26 de febrero de 2019, párr. 7.
21 CCE, dictamen 4-20-TI/20, 23 de septiembre de 2020, párr. 14. En similar sentido, 9-24-TI/24, 22 de 
agosto de 2024, párr. 13.
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elegible para recibir este tipo de prestaciones. Ergo, se evidencia que el Convenio 
establece requisitos y condiciones que le permiten o impiden a una persona acceder y 
beneficiarse del derecho a la seguridad social en el marco de este tratado 
internacional.22 En tal sentido, se encuentra incurso en el caso previsto en el artículo 
419 numeral 4 de la Constitución.23

24. Por otra parte, el Convenio no contiene regulaciones que comprometan la política
económica del Estado establecida en su Plan Nacional de Desarrollo a condiciones de
instituciones financieras internacionales o empresas transnacionales (artículo 419
numeral 5). De igual forma, el Convenio no compromete al país en un acuerdo de
integración y/o de comercio (artículo 419 numeral 6). Tampoco se evidencia que
alguna disposición del Convenio atribuya competencias propias del orden jurídico
interno a un organismo internacional o supranacional (artículo 419 numeral 7). Al
respecto, el Convenio prevé como únicos mecanismos de resolución de disputas a las
consultas.24 Finalmente, no se verifica que el Convenio comprometa el patrimonio
natural y en especial el agua, la biodiversidad y su patrimonio genético (artículo 419
numeral 8).

25. En conclusión, el Convenio se encuentra incurso en el numeral cuarto establecido en
el artículo 419 de la Constitución, por lo que requiere aprobación legislativa.

4. Dictamen respecto a la necesidad de aprobación legislativa

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional resuelve:

a) Dictaminar que el “Convenio sobre Seguridad Social entre la República del
Ecuador y Canadá” se encuentra incurso en el numeral cuarto del artículo 419
de la Constitución de la República y, como tal, sí requiere de aprobación
legislativa.

22 Este derecho se encuentra reconocido en los artículos 34 y 66 numeral 2 de la CRE, entre otros. 
23 En similar sentido se ha pronunciado esta Magistratura en los dictámenes 025-10-DTI-CC, caso 0028-
10-TI, 22 de julio de 2010, “Convenio de Seguridad Social entre el Reino de España y la República del 
Ecuador”, pág. 19 y 20; dictamen 001-DTI-CC-2011, caso 0035-2010-TI, 26 de enero de 2011, “Convenio 
de Seguridad Social entre el Gobierno de la República del Ecuador y el Gobierno de la República 
Bolivariana de Venezuela”, pág. 17; dictamen 005-13-DTI-CC, caso 0028-11-TI, 5 de marzo de 2013, 
“Convenio de Seguridad Social a suscribirse entre la República del Ecuador y la República del Perú”, pág. 
18; dictamen 030-13-DTI-CC, caso 0022-13-TI, 5 de noviembre de 2013, “Acuerdo de Seguridad Social 
entre la República de Colombia y la República del Ecuador”, pág. 34; dictamen 011-14-DTI-CC, 0024-13-
TI, 17 de septiembre de 2014, “Convenio de Seguridad Social entre el Gobierno de la República del Ecuador 
y el Gobierno de la República Dominicana”, pág. 18; y, dictamen 007-16-DTI-CC, caso 0001-16-TI, 31 de 
agosto de 2016, “Convenio de Seguridad Social entre la República del Ecuador y la República Argentina”, 
pág. 25. 
24 Ver artículo 26 del Convenio.
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Dictamen 13-24-TI/24
Juez ponente: Enrique Herrería Bonnet

b) De conformidad con la letra b) del número 2 del artículo 111 de la LOGJCC, se
dispone la publicación del texto del Convenio en el Registro Oficial y en la
página web de la Corte Constitucional, para que, dentro del término de diez días
contados a partir de la publicación, cualquier ciudadano intervenga defendiendo
o impugnando su constitucionalidad parcial o total.

Alí Lozada Prado
PRESIDENTE

Razón: Siento por tal, que el dictamen que antecede fue aprobado por el Pleno de la Corte 
Constitucional con siete votos a favor de los jueces constitucionales Karla Andrade 
Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Jhoel Escudero Soliz, Enrique Herrería Bonnet, Alí 
Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez y Daniela Salazar Marín, en sesión jurisdiccional 
ordinaria de jueves 17 de octubre de 2024; sin contar con la presencia de los jueces 
constitucionales Carmen Corral Ponce y Richard Ortiz Ortiz, por uso de licencias por 
vacaciones.- Lo certifico.

Firmado electrónicamente
Aída García Berni

SECRETARIA GENERAL

ALI VICENTE
LOZADA PRADO

Firmado digitalmente 
por ALI VICENTE 
LOZADA PRADO

Firmado electrónicamente por:

AIDA SOLEDAD GARCIA BERNI
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Caso Nro. 13-24-TI

RAZÓN.- Siento por tal, que el texto del dictamen que antecede fue suscrito el día martes
veintidós de octubre de dos mil veinticuatro, luego del procesamiento de las observaciones
recogidas en la sesión respectiva.- Lo certifico.-

Documento firmado electrónicamente.

AIDA SOLEDAD GARCIA BERNI 
SECRETARIA GENERAL DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

1324TI-74371

Firmado electrónicamente por:

AIDA SOLEDAD GARCIA BERNI
Firmado electrónicamente por:

AIDA SOLEDAD GARCIA BERNI
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SALA DE ADMISIÓN  
RESUMEN CAUSA No. 73-23-IN 

 
En cumplimiento a lo dispuesto por la Sala de Admisión, mediante auto de 20 de 
septiembre del 2024 y de conformidad con lo establecido en el artículo 80, 
numeral 2, literal e) de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, se pone en conocimiento del público lo siguiente: 
 
CAUSA: Acción pública de inconstitucionalidad de actos normativos. 
 
LEGITIMADOS ACTIVOS: Juan Diego Luna Jiménez y Gina Lucía Amores 
Armijos. 
 
CORREOS ELECTRÓNICOS: mario.moncayo@mrvlegal.com; 
carlos.varela@mrvlegal.com; info@mrvlegal.com;    
 
LEGITIMADOS PASIVOS: Presidente Constitucional de la República, 
Presidente de la Asamblea Nacional y Procurador General del Estado. 
 
NORMAS CONSTITUCIONALES PRESUNTAMENTE VULNERADAS: 
Artículos: 3 numeral 1; 11 numerales 4, 6 y 9; 45; 84; 66 numerales 15 y16; 132; 
133; 147 numerales 2, 3 y 10; 242; 305; 335; 416 numeral 12; 424; y, 425 de la 
Constitución de la República.  
 
PRETENSIÓN JURÍDICA: Los accionantes solicitan se declare la 
inconstitucionalidad por la forma y por el fondo de la Ley Orgánica para 
Fomentar la Producción, Comercialización, Industrialización, Consumo y 
Fijación del Precio de la Leche y sus Derivados (“LOFPL”), publicada en el 
Registro Oficial No 128 de 17 de agosto de 2022. Así como también solicitan la 
suspensión provisional de la disposición acusada como inconstitucional. 
 
De conformidad con lo dispuesto por la Sala de Admisión, publíquese este 
resumen de la demanda en el Registro Oficial y en el Portal Electrónico de la 
Corte Constitucional.  
 
LO CERTIFICO.- Quito, 21 de octubre del 2024. 

 
Documento firmado electrónicamente 

 
Dra. Aída García Berni 

SECRETARIA GENERAL 
 
AGB/mmm 

Firmado electrónicamente por:

AIDA SOLEDAD GARCIA
BERNI
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